TRATADOS  DE DERECHO INTERNACIONAL y LA NUEVA LEGISLACION PARA JOVENES EN LA PROVINCIA DE BS.AS
LOS NUEVOS PARADIGMAS DE NUESTRA LEGISLACION NOS ACERCAN AL DERECHO UNIVERSAL

En los últimos años, el reconocimiento de Tratados Internacionales de Derecho que adquirieron jerarquía Constitucional a partir de la última reforma de nuestra Carta Magna en el año 1.994 (como por ejemplo, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, la Declaración Universal de Derechos Humanos, la Convención Americana sobre Derechos Humanos conocida como "Pacto de San José de Costa Rica", la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño...), ha obligado a los Estados miembros a ir adecuando su legislación interna (mediante la sanción de leyes en el Congreso), la adaptación de la jurisprudencia (Poder Judicial) y la instrumentación de políticas públicas (Poder Ejecutivo), a los nuevos estándares de los derechos humanos.

La Sociedad en su conjunto, también ha avanzado en la concientización por demandar la exigencia y respeto de los derechos, en el reconocimiento que el Poder Judicial puede contar con herramientas para proteger los  avallasamientos sobre los derechos constitucionales.-

En tanto, las normativas internacionales por un lado consagran la protección de derechos humanos -individuales y colectivos- y, por otra parte, generan la obligación de los Estados miembros para adecuar su legislación interna a los parámetros recomendados.

En tal sentido, con enorme dimensión y utilidad, las Naciones Unidas (ONU) ha celebrado diversos Congresos en distintas ciudades del mundo abordando materias específicas en relación al delito y la justicia penal como la "Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente". Así pues, una muestra cabal de cooperación internacional y la voluntad de uniformar criterios preventivos, aplicación de normas legislativas y una mejor administración de justicia penal significaron la celebración del Sexto Congreso "La Declaración de Caracas" de 1980, el Plan de Acción de Milán aprobado en el Séptimo Congreso de  1985 y, el Octavo Congreso acerca de la "Prevención y Represión de la Delincuencia Organizada", aconsejando la aplicación de diversas directrices para la adaptación de la legislación penal interna y la justicia penal de los Estados miembros a las nuevas recomendaciones internacionales.

En el ámbito de la jurisprudencia que elabora el poder judicial, cada vez con mayor intensidad la Justicia repara en las normas de los tratados internacionales con jerarquía constitucional (estipulado en el art. 75 inc. 22 CN) y, asimismo, antecedentes de las sentencias dictadas por las Cortes Internacionales, como por ejemplo la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CI.D.H.), y la aplicación del derecho comparado, con citas de fallos de la Corte Europea de Derechos Humanos (CEDH), los cuales guardan consonancia con los derechos y garantías expresamente consagrados por nuestra Constitución Nacional.

EL NUEVO FUERO DE RESPONSABILIDAD PENAL JUVENIL EN LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES:

Recientemente en la provincia de Buenos Aires se ha producido un cambio copernicano en materia de legislación destinada a los jóvenes, puesto que se desjudializan los conflictos sociales que involucran al niño, desplazando la atención asistencial a la administración (esfera del Poder Ejecutivo Provincial y Municipal). Así pues, se reserva la instancia judicial para el control de legalidad de la actividad administradora, tanto para cuestiones de naturaleza civil (Tribunal de Familia), como penal (Fuero de responsabilidad penal Juvenil), incorporando principios, derechos y garantías constitucionales a dicha legislación.

En tal sentido,  tanto con la sanción de la ley Nacional N° 26.061 -septiembre de 2.005- (sobre Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescente), como con la promulgación de las leyes provinciales N° 13.298 (vigente desde marzo de 2005 sobre Promoción y Protección Integral de los Derechos de los Niños) y 13.634 (vigente desde enero de 2007 sobre el Fuero de Familia y el Fuero Penal del Niño), han adecuado la legislación interna en materia del procedimiento tutelar y penal de los jóvenes y niños,  bajo los lineamientos establecidos en las normas de la Convención Internacional sobre Derechos del Niño (Resolución 44/25, Asamblea General N.U. del 20 de noviembre de 1.989).

Cabe aclarar que la mencionada Convención estableció en su artículo 1° que entiende por Niño a todo ser humano menor de dieciocho (18) años de edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad.   

La nueva ley procedimental del fuero de familia y del fuero penal juvenil (N°13.634), en líneas generales y en relación a la responsabilidad penal de los jóvenes punibles (comprendidos entre 16 y 17 años según ley nacional N°22.278) conforme lo establecen los arts. 12, 37 y 40 de la Convención Internacional sobre Derechos del Niño, diseña un PROCESO PENAL ACUSATORIO en el cual se aseguran las garantías penales y procesales del debido proceso a todo niño en conflicto con la ley penal, ya que a partir de la misma, los jóvenes sometidos a proceso son sujetos de derechos y gozan de todos los derechos y garantías reconocidos a las personas mayores de 18 años, previendo a su vez, un plus de garantías  en función de su especial y particular etapa de desarrollo del niño y adolescente (conforme art. 36 del citado ordenamiento legal).

En tanto que, la renuncia del Estado al ejercicio de la coacción estatal de los niños no punibles, responde a criterios de política criminal del propio Estado, no obstante que a los mismos se les reconozca la titularidad de derechos y garantías que goza todo ser humano ante la persecución penal.

Pues, toda intromisión en la esfera de los derechos y libertades de un ciudadano debe estar autorizada y regulada por la ley.

Con el cambio de nuestra legislación procedimental, se pasó de la Doctrina de la Situación Irregular donde el niño sólo era Objeto de Protección, por un reconocimiento INTEGRAL de derechos y garantías en donde el niño o joven es un verdadero SUJETO DE DERECHOS, tal las recomendaciones de las mandas de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño donde sólo existe protección de derechos. 

Dicha Convención se encuentra a su vez complementadas por otras normas internacionales consagradas por las Naciones Unidas como por ejemplo: las Directrices para la Prevención de la Delincuencia Juvenil (denominadas como “Directrices de Riad”) y Reglas para la protección de menores privados de Libertad adoptadas en Asamblea General mediante resolución 45/112 y 45/113 del 14 de diciembre de 1990 ó las Reglas Mínimas para la administración de la justicia de menores (denominadas “Reglas de Beijing”) adoptadas por N.U. en resolución 40/33 del 28 de noviembre de 1985.  

Dentro de los principios más significativos del procedimiento penal destinados a los jóvenes en la ley 13.634, podemos encontrar los siguientes: 1) las audiencias orales que tiene por virtud agilizar el procedimiento, 2) el carácter reservado del juicio y prohibición de difundir la identidad del niño, evitando la estigmatización social del joven involucrado en un delito sin ocasionar algún perjuicio en su vida posterior, 3) el respeto por las reglas del debido proceso (art. 6) mediante un trato de dignidad, valor y respeto de todos su derechos y 4) que la privación de libertad durante la sustanciación del proceso sea el último recurso (principio legal de "última ratio"), de carácter imprescindible y por un tiempo menor -en la medida de lo posible- (medida cautelar de carácter excepcional ante situaciones que exista peligro de fuga o de entorpecimiento de la investigación penal para asegurar los fines del proceso hasta la determinación si existe responsabilidad penal en el caso, es decir, una declaración de certeza mediante una sentencia judicial).

Asimismo, la ley tampoco habla más de incapacidades del menor o joven, sino de "capacidades progresivas". Por ello, el proceso penal para jóvenes además de cumplir una función de represión del delito, debe tener un fin educativo y reparador.

En el mismo sentido, la Convención de Derechos del Niño consagra cuatro principios básicos que deben aplicarse en todos los casos: 1) la no discriminación, 2) el interés superior del niño, 3) El derecho a la vida y el desarrollo (no se debe perder de vista que los jóvenes son personas en etapa de formación) y 4) El derecho de todo niño a ser oído.   

Es apreciación de algunos doctrinarios especialistas del derecho que, no obstante el diseño de la nueva legislación de procedimiento penal para jóvenes, existen algunas cuestiones normativas de la ley N° 13.634, en que su articulado no logra despojarse plenamente de la herencia tutelar respecto de los niños no punibles –menores de 16 años- (expresamente el art. 63, que otorga potestad al juez para establecer la pertinencia de aplicar medidas de protección establecidas en la ley N° 13.298 al constatar alguna vulneración de derechos específicos del niño) y, asimismo, aplicar tales medidas con los niños imputables  al declarar la responsabilidad penal  o en los casos de inimputabilidad (art. 68 del citado ordenamiento legal).

EL SISTEMA DE PROMOCION Y PROTECCION INTEGRAL DE LOS DERECHOS DE LOS NIÑOS: 

Finalmente,  la ley N° 13.298 establece el Sistema de Promoción y Protección de Derechos de los Niños, la cual sólo tiene aplicación dentro del ámbito administrativo a través de la implementación de políticas públicas por parte del Poder Ejecutivo Provincial y Municipal, siendo el mismo de carácter eminentemente tutelar.

Así pues, para la consagración de estas directrices se pusieron en funcionamiento los Servicios Zonales y Locales de Promoción y Protección de Derechos de los Niños y Adolescentes, dotados de  un equipo técnico integrado por asistentes sociales, psicólogos, médicos psiquiatras, abogados y médicos pediatras, que constituyen verdaderas unidades técnico-operativas que desempeñan funciones para facilitar al niño el acceso a los programas y planes disponibles en la comunidad, cuando exista una amenaza o vulneración efectiva de sus derechos. 

De tal modo, ejecutan programas, planes, servicios y toda otra acción para prevenir, asistir, proteger y/o restablecer los derechos del niño, recibir denuncias o intervenir de oficio ante el conocimiento de la posible violación o amenaza en el ejercicio de los derechos del niño y, propiciar y ejecutar alternativas para evitar la separación del niño de su ámbito familiar y/o guardador o de quien tenga a su cargo el cuidado y atención del niño (art. 18, 19 y css. de la ley 13.298).- A su vez, dentro de los Servicios -por resolución 172/07 del Ministerio de Desarrollo Humano de la provincia de Buenos Aires-, funcionan los Centros de Referencia (dotados de equipos técnicos asistenciales), que interactúan como nexo con el Sistema Judicial trabajando con jóvenes menores, que se encuentran en conflicto con la ley penal en el marco de la problemática de la responsabilidad penal juvenil mediante la derivación del fuero judicial. 

Solamente si se advierte acerca de la importancia de la aplicación de políticas públicas de inclusión social en el marco de programas de acción destinados a los niños y la familia, los mismos redundarán en notables beneficios para que cientos y miles de niños que habitan nuestra provincia, no se encuentren forzosamente inmersos en cotidianos conflictos con la ley penal.

En definitiva, la consagración constitucional de los Tratados Internacionales que resguardan derechos fundamentales ha contribuido positivamente a brindar una mayor calidad institucional y el afianzamiento del Estado de Derecho, generando en los Tribunales la obligación de entablar con respecto a los poderes Legislativos y Ejecutivo, una relación de contralor en la adecuación de las políticas públicas a las nuevas pautas de derechos humanos proclamadas universalmente. 

Dr. Fernando A. Ayestarán

(Funcionario del Poder Judicial del Departamento Judicial Pergamino y miembro del Colegio de Magistrados y Funcionarios Departamental)
